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INFORME No. 43/12
DECISIÓN DE ARCHIVO
PETICIÓN 661-01
ECUADOR
20 de marzo 2012
PRESUNTAS VÍCTIMAS:
Pedro Muñoz Ulloa y Miriam García Gutiérrez
PETICIONARIO:
Ernesto López Freire y Alejandro Ponce Villacís
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 1, 5, 7, 8, 9, 11, 25 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
8 de noviembre de 2001
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 18 de enero de 2001 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por Ernesto López Freire y Alejandro Ponce Villacís, (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alegó la responsabilidad del Estado de Ecuador por la violación de los derechos a la libertad, la integridad personal y las garantías  judiciales durante la presunta detención ilegal y el proceso penal seguido contra Pedro Muñoz Ulloa y por la falta de reparaciones para él y su esposa Miriam García Gutiérrez, ambos de nacionalidad colombiana.
2. Los peticionarios alegaron que Pedro Muñoz Ulloa fue detenido por la Policía Nacional, el 19 de mayo de 1993, sin orden de aprehensión emitida por un juez competente, por los presuntos delitos de narcotráfico, asociación ilícita y lavado de dinero.  Alegaron que fue trasladado a los calabozos de la INTERPOL de Pichincha en Quito donde estuvo incomunicado por 13 días, en una celda de dimensiones muy pequeñas, lo cual le impedía acostarse y dormir, no tenía luz, ni comida y después de este lapso habría sido trasladado al penal García Moreno.  
3. Los peticionarios alegan que durante su detención y los primeros siete días en el penal, a su cónyuge se le negó la detención y se le engañó permanentemente sobre su paradero.  Alegaron que la presunta víctima logró enviar una nota a su cónyuge informándole de su prisión.  Sostuvieron que en el cuarto día de su detención, durante las investigaciones realizadas por la Policía, se le hizo declarar sin la asistencia de su abogado defensor.
4. Sostuvieron que se dictaron tres autos cabeza de proceso en contra de Pedro Muñoz Ulloa el 28 de mayo de 1993, por el delito de narcotráfico; el 8 y 22 de septiembre de 1993 por lavado de dinero y asociación ilícita respectivamente.  Alegaron que conjuntamente se ordenó prisión preventiva y que los tres procesos se iniciaron pasadas las 24 horas que dispone la Constitución ecuatoriana para ser puesto a disposición de un juez.  Alegaron que en los tres casos el Fiscal se abstuvo de acusar a Pedro Muñoz, por lo que las causas fueron sobreseídas.  

5. Sostuvieron que a pesar de esto, la presunta víctima, no fue puesta en libertad pues debía esperar la confirmación de la Corte Superior de Justicia sobre los fallos emitidos.  Alegaron que el 2 de junio de 1997 la Corte Superior confirmó el sobreseimiento del proceso por narcotráfico.  Sostuvieron que debido a la demora en los otros dos procesos, Pedro Muñoz y otros detenidos iniciaron una huelga de hambre y otras protestas (entre las que se incluyó una crucifixión voluntaria), las cuales duraron más de 80 días, hasta que se confirmaron los sobreseimientos dictados en los dos procesos restantes, el 22 y 27 de septiembre de 1997.  Alegan que la presunta víctima fue luego puesta en libertad.

6. Alegan que durante la prolongada prisión preventiva de la presunta víctima, tanto la Embajada como el Consulado de Colombia en el Ecuador realizaron gestiones para que el proceso no se retardara injustificadamente.  Indicaron que Pedro Muñoz estuvo detenido en régimen de prisión preventiva más de 53 meses (cuatro años cinco meses), para ser confirmada su inocencia.  Alegaron que la presunta víctima estuvo sujeta al régimen de precondena que rige de hecho e ilegalmente en Ecuador.
7. Los peticionarios sostuvieron que por dicha detención interpusieron reclamos administrativos contra del Presidente de la República, el Presidente de la Corte Suprema y el Procurador General del Estado en los que solicitaron USD$1’500,000 de indemnización por concepto de reparación por daños.  Sostuvieron que sólo les respondió un funcionario inferior de la Procuraduría, quien contestó
La misión de la Procuraduría General del Estado es intervenir en la defensa de los intereses públicos, ya sea como actor o como demandado, en defensa del Estado ecuatoriano y de sus instituciones.

… En el presente caso la Procuraduría General del Estado, no es competente ni responsable de las supuestas violaciones alegadas, quedando desde luego a salvo el derecho que pueda tener el Sr. Pedro Gustavo Muñoz Ulloa las acciones que el se crea asistido.
8. Alegaron que ante dicha negativa presentaron una acción subjetiva de conformidad con lo previsto en el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (en adelante “ERJAFE”).  Alegaron que el 22 de junio de 1999 la Primera Sala del Tribunal Distrital No.1 de lo Contencioso Administrativo se inhibió de conocer la causa.  Asimismo, alegaron que dado el silencio administrativo de los Presidentes de la Corte Suprema y de la República, presentaron sendos pedidos para que se hiciera efectiva la indemnización y que no obtuvieron respuesta.  

9. Sostuvieron que presentaron un recurso de amparo constitucional con la finalidad de que el Presidente de la República se pronunciara sobre el pedido e indemnizara a Pedro Muñoz por los daños causados.  Indicaron que el recurso fue negado, tanto por el juez de instancia como por el Tribunal Constitucional, bajo el argumento de que el Presidente de la República no tiene la obligación jurídica de dar contestación al reclamo presentado.  Alegaron que dicha resolución fue notificada el 19 de julio de 2000.  
10. Los peticionarios sostienen que la Constitución ecuatoriana dispone que al existir un triple fallo reiterativo por parte de la Corte Suprema éste se constituye en una norma de aplicación obligatoria.  Alegaron que con respecto al silencio administrativo la Corte Suprema, en tres fallos ha resuelto, que se concede el derecho a ejecutar lo solicitado a la administración cuando ésta hubiere dejado de contestar una solicitud por un término superior a 15 días.  Alegaron que en este caso se habría producido dicho silencio, pero que para hacer este derecho efectivo la presunta víctima hubiera tenido que pagar una tasa judicial equivalente al 1% de la cuantía, que en este caso asciende a US$15,000.00; y que por su situación económica, no lo pudo pagar.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

11. El Estado alegó que el peticionario no expuso hechos que caractericen una violación de los derechos garantizados en la Convención Americana y que la petición era inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna.  Alegó que los peticionarios interpusieron recursos inapropiados e improcedentes.

12. El Estado señaló que todos los fundamentos de hecho y derecho planteados por el peticionario son falsos.  Alegó que no es verdad que la detención haya sido ilegal, ni que haya permanecido en una celda sin luz, incomunicado y sin comida, etc.  Alegó que los hechos expuestos carecen de sustento legal.
13. Sostuvo que los peticionarios interpusieron reclamos administrativos contra el Presidente de la República, el Presidente de la Corte Suprema y el Procurador General del Estado y solicitaron la indemnización por los daños causados.  Alegó que este reclamo fue indebidamente planteado porque de acuerdo a lo establecido en el artículo 20 de la Constitución Política 
[l]as Instituciones del Estado, sus delegatarios y concesionarios, estarán obligados a indemnizar a los particulares por los perjuicios que les irroguen como consecuencia de una prestación deficiente de los servicios públicos o de los actos de los funcionarios y empleados, en el desempeño de sus cargos. 
14. Asimismo, indicó que las presuntas víctimas no han sido perjudicados por la prestación deficiente de servicios públicos ni por actos administrativos realizados por funcionarios y empleados.  Alegó que el artículo 22 de la Constitución
 establece un procedimiento rápido, efectivo y sencillo para poder responsabilizar al Estado por error judicial y que los artículos 979 y subsiguientes del Código de Procedimiento Civil indican el procedimiento para el juicio por indemnización de daños y perjuicios contra los magistrados, jueces, funcionarios y empleados de la función judicial.
15. El Estado sostuvo que los peticionarios debieron interponer una acción civil de daños y perjuicios contra el juez que conoció el proceso penal seguido a Pedro Muñoz Ulloa ante un juzgado civil, dado que pretendían responsabilizar civilmente al Estado y obtener una indemnización.  Alegó que los peticionarios no podían interponer un reclamo indemnizatorio ante el Presidente de la República y el Presidente de la Corte Suprema sin que existiera previamente una sentencia condenatoria contra el funcionario público que causó los daños y perjuicios.  
16. El Estado alegó que los peticionarios presentaron una acción subjetiva o de plena jurisdicción en virtud del silencio del Presidente de la República y Presidente de la Corte Suprema, basándose en el ERJAFE.  Sostuvo que dicha acción no prosperó ya que dicho Estatuto rige exclusivamente para la función ejecutiva y los órganos que la comprenden.  Por otro lado, alegó que el ERJAFE señala que no opera el silencio administrativo si el funcionario a quien va dirigido el escrito correspondiente es incompetente para resolver el asunto.  Alegó que en este mismo sentido se pronunció el Tribunal Constitucional dentro del amparo constitucional interpuesto por los peticionarios.
17. Sostuvo que no se puede considerar que los recursos de la jurisdicción interna se encuentran agotados en virtud de la Resolución Número 128-2000-TP dictada por el Tribunal Constitucional en el caso 1119-99RA, que niega el amparo constitucional pues, en el presente caso, no era el recurso adecuado para obtener la indemnización que el peticionario solicitó.  
18. Respecto al alegato de los peticionarios sobre el pago de una tasa judicial onerosa (ver supra I), el Estado respondió que el Código Civil establece que la acción por daños y perjuicios contra el magistrado o juez que, en el ejercicio de su función causare perjuicio económico a las partes, por retardo o denegación de justicia, no está sujeta al pago de tasas judiciales.  Alegó que el artículo 982 del Código Civil señala que “las partes para litigar no pagarán tasas judiciales” y que el artículo 7 de la Ley de Creación de Tasas Judiciales establece que “las tasas judiciales se fijarán en relación a la cuantía de la reclamación”, pero que, en ningún caso, excederán del monto equivalente a diez salarios básicos unificados.  Sostuvo que la existencia de tasas judiciales para obtener acceso a la justicia no constituye una limitación a la justicia.

III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH
19. La petición fue registrada bajo el número 661-01 y tras efectuar un análisis preliminar, la CIDH procedió a transmitirla al Estado para sus observaciones el 8 de noviembre de 2001.  El 2 de septiembre de 2005 la CIDH reiteró la solicitud de información al Estado.  El 8 de febrero de 2006 el Estado presentó su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones el 5 de abril de 2006.
20. El 15 de diciembre de 2008 la CIDH reiteró la solicitud de información.  El 6 de julio de 2010 la CIDH solicitó información actualizada a los peticionarios a fin de determinar si subsistían los motivos de la petición y les indicó que de no recibirse respuesta la CIDH podría archivar el expediente. 
IV. 
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

21. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
22. En la presente petición se alegó la violación de los derechos consagrados en los artículos 1, 5, 7, 8, 9, 11, 25 y 29 de la Convención Americana.  Por su parte, el Estado sostuvo que la petición era inadmisible, en tanto los alegatos de los peticionarios no caracterizaban presuntas violaciones a la Convención Americana y que no se habían agotado los recursos internos.
23. En el presente trámite los peticionarios sólo presentaron su petición y no respondieron a las solicitudes de información de la CIDH de abril de 2006, diciembre de 2008 y julio de 2010.  En tales circunstancias, no es posible avanzar con el análisis o determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48.1.b) de la Convención Americana así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� El artículo 22 de la Constitución señala que: “el Estado será civilmente responsable en los casos de error judicial, por inadecuada administración de justicia, por los actos que hayan producido la prisión de un inocente o su detención arbitraria.”  
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